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SUMARIO: 1. Justificacion de la Ley de régimen juridico de enajenacion de participa-
ciones puiblicas, de 23 de marzo de 1995.—I1. Ambito subjetivo y objetivo de aplica-
cién de la técnica autorizatoria.—II1. El denominado régimen de autorizacién admi-
nistrativa previa en las sociedades mercantiles de interés piblico objeto de
enajenacion.—IV. Conclusiones. '

I. JUSTIFICACION DE LA LEY DE REGIMEN JURIDICO
DE ENAJENACION DE PARTICIPACIONES PUBLICAS,
DE 23 DE MARZO DE 1995

Diversas razones se han esgrimido histéricamente para justificar la enaje-
nacién de participaciones de titularidad publica en determinadas empresas,
en definitiva para justificar, la privatizacién de empresas publicas. En cual-
quier caso, no obstante, el criterio de la enajenacién de participaciones publi-
cas subyace siempre en la problematica del papel que debemos otorgar al
Estado en la gestién de la economia !. Si verdaderamente se defiende que el
mercado es perfecto y no necesita mas correccién o criterio que la normal
articulacién de la oferta y la demanda privadas, parece obvia la necesidad de
mantenerse a favor de esta enajenacién. En este sentido, se sefiala que la pri-
‘vatizacién es un instrumento adecuado para someter a la normal disciplina

* Profesora Ayudante EU de Derecho Administrativo I de la UNED.
! Sobre este particular, por todos, CuLLIS, J. G. y JONEs, P. R. Microeconomia y Economia
Publica. Trad. Prado Dominguez, J. Ed. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1991.
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del mercado determinadas actividades productivas que de otro modo seria
imposible gestionarlas bajo la proteccién del Estado 2.

Desde una perspectiva asimismo econémica también se ha abogado por
considerar que la realizacién o amortizacién de las participaciones ptblicas
reduce el déficit ptblico, sin embargo puesto que los ingresos y gastos no finan-
cieros no forman parte del concepto de déficit publico, es evidente que la venta
de participaciones ptblicas ni lo puede aumentar ni lo puede disminuir. En
este sentido se considera incluso que la privatizacién de empresas més que
reducir el déficit, lo financia pues el desequilibrio presupuestario puede finan-
ciarse bien emitiendo deuda piblica, bien realizando activos financieros (accio-
nes o participaciones en empresas) 3.

Asimismo se considera que las privatizaciones pueden beneficiar a determi-
nados colectivos como contribuyentes, pagando menos impuestos o consumi-
dores, recibiendo mejores servicios o empleados, al beneficiarse de mejores
remuneraciones o incentivos 4.

Con esta filosoffa de politica de realizacién de activos en la racionalidad del
sector publico, se viene a justificar en la Exposicién de Motivos de la Ley regu-
ladora del régimen de enajenaciones, de 23 de marzo de 1995 -BOE 25 de
marzo- aunque la presencia de la Administracién Publica en las empresas
siempre ha respondido a una doble causa: o bien a la de que el Estado adquiere
participaciones en base a la habilitacién que le otorga iniciativa econémica por
el articulo 128.2 de nuestra Constitucién, segin el cual

«se reconoce la iniciativa publica en la actividad econémica. Mediante ley
se podra reservar al sector piiblico recursos o servicios esenciales, especialmen-
te en caso de monopolio ...»

O bien responde a la necesidad de garantizar y realizar un determinado interés
publico. En este segundo caso se considera que la participacién administrativa no
es consecuencia de una iniciativa ptblica en la actividad econémica en la que su
posicién sea semejante a la de los sujetos privados sino que responde tnicamente
a su talante garantizador en la consecucién de determinados intereses publicos.

Pues bien, en el primer supuesto, esto es, cuando la participacién de la Admi-
nistracién en determinadas empresas no ha respondido al cumplimiento de un
interés publico especifico sino al ejercicio de su iniciativa normal u ordinaria en la

2 En este sentido apunta ARTHUR ANDERSEN. La privatizacién como alternativa. Ed. Cien-
cias de la Direccién. -CDN- .Madrid, 1994, pag. 17.

3 V. MARTIN SECO, J. F. «¢A quién benefician las privatizaciones?». Articulo publicado en
el Diario El Mundo del 19 de abril de 1995.

4 V. ARTHUR ANDERSEN, op.cit., pag. 17.
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actividad econémica reconocida constitucionalmente, sefiala la Exposicién de
Motivos que la enajenacién no debe plantear problemas especiales. Se supone por-
que no habiendo respondido la adquisién de participaciones a la persecucién de un
determinado interés publico, tampoco es preciso tenerle en cuenta en el momento
de enajenaci6n. La Ley se centra pues en regular los supuestos comprendidos en el
segundo modelo de participacién publica, esto es, la que deriva de la realizacién y
garantfa de un determinado interés publico y que por este motivo exige para su
enajenacién, una garantia suficiente de proteccién en el momento y con posteriori-
dad a que la Administracién abandone su presencia accionarial en la empresa 5. En
estos supuestos ya que el control administrativo no se puede lograr por via de la
participacién de la Administracién Publica en el capital social -lo que en todo caso
garantizarfa su presencia en los érganos sociales de representacién~ se acoge la téc-
nica de {ndole juridico-publica més caracteristica: la de intervenir sobre la empresa
privada por el mecanismo de la autorizacién administrativa.

Se entiende que con esta medida se es mas respetuoso con la limitacién
impuesta por el articulo 90 del Tratado constitutivo de la Comunidad Econémica
Europea al no vulnerarse las normas sobre competencia aunque, como veremos,
la vulneracién puede producirse en el sentido no ya clasico de la competencia
como criterio prevalente previsto en las normas comunitarias, sino en cuanto
garantia de la igualdad de régimen entre empresas privadas, pues la intensidad
de la intervencién a que se somete a las que, de uno u otro modo, supongan la
realizacién de intereses publicos, alcanza grados extremos.

Efectivamente, hasta tal punto se considera intensa la intervencién autorizato-
ria de operaciones sociales que se matiza la necesidad de acortar los plazos para
resolver sobre la autorizacién al juzgar que, en definitiva, su dilatamiento podria
suponer una perturbacién de la vida ordinaria de la empresa. En este sentido y,
por la doble atribucién que ello supone, la habilitacién se apoya tanto en el niime-
ro 6 como en el niimero 13 6 18 del articulo 149.1 del texto constitucional ya que,
por un lado, al tratarse de entidades privadas, se incide sobre un 4mbito mercantil
y, por otro, implica la determinacién de las bases y coordinacién de la planifica-
cién general de la actividad econémica y del régimen juridico de las Administra-
diones publicas. Aunque la Ley por tanto, tiene por objeto tnicamente al sector
publico del Estado, extiende la posibilidad de su aplicacién, tanto a las Comunida-
des Auténomas como a las entidades que integran la Administracién local ©.

5 Sin lugar a dudas, los problemas aqui surgen al definir cuando la participacién de la
Administracién responde a uno u otro criterio y, en definitiva, cudndo existié o sigue existien-
do un interés priblico como justificacién de la presencia administrativa y, por tanto, cudndo la
enajenacidn estd sujeta a las prescripciones de la Ley.

6 En este sentido, la Disposicién final primera de la Ley apunta que son de aplicacién
directa los articulos 3 (supuestos de aplicacién de autorizacién administrativa previa) y 6
(consecuencias de la no obtencién de autorizacién), excepto en lo relativo al érgano adminis-
trativo competente previsto en el apartado 3, la disposicién adicional primera y las disposicio-
nes finales primera, apartado 2, y tercera. Se declaran asimismo como preceptos basicos los
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II. AMBITO SUBJETIVO Y OBJETIVO DE APLICACION DE LA TECNICA
AUTORIZATORIA.

El entramado entre lo publico y lo privado en la Ley que comentamos es una
constante que tiene sus especiales consecuencias en el ambito y supuestos de apli-
cacién del régimen de autorizacién administrativa previa. El dificil equilibrio entre
los criterios que presiden la Ley en el sentido de proteger la realizacion del interés
publico —del que es instrumento necesario la empresa participada ptblicamente-y
la necesaria libertad de pactos y competencia que juega en el trafico ordinario de
cualquier entidad mercantil, justifica la complejidad de los supuestos de interven-
cién y la remisién al Real Decreto regulador para cada caso especifico. Por este
motivo los supuestos de aplicacién de la Ley y, por tanto, de intervencién mediante
la autorizacién administrativa previa, se delimitan con dos pardmetros bésicos,
uno cuantitativo y otro cualitativo. El cuantitativo atiende a la cifra de capital
social resultante tras la enajenacién y a la cifra a la que queda reducida la partici-
pacién del socio estatal en ese capital y el criterio cualitativo acumula adem4s
sobre el parametro cuantitativo, el tipo de operacién que se lleva a cabo.

Del ambito subjetivo de aplicacién de la Ley se excluyen los supuestos en
los que la participacién de la Administracién en la «entidad de naturaleza mer-
cantil» 7 sea inferior al veinticinco por ciento de su capital social o ésta no esté
controlada por el socio estatal por los medios establecidos en la legislacién
mercantil 8. Se supone que si la Administracién tiene una participacién inferior
al veinticinco por ciento en el capital social, de dificil manera puede garantizar
la realizacién y proteccién de un determinado interés publico por lo que quiza
sean estos los supuestos en los que ha de entenderse que la participacién del

articulos 1 (dmbito de aplicacion subjetiva), 2 (presupuesto de aplicacién) y 4 (régimen de auto-
rizacién), salvo en la determinacién de los érganos competentes; 5 (procedimiento) excepto en
cuanto al plazo para resolver del apartado 1 y 6.3 en cuanto al 6rgano administrativo competen-
te; la disposicién adicional segunda y las disposiciones finales primera, apartado 3 y segunda.

7 La Compaiifa mercantil sera aquella por la cual una o mas personas se obliguen a poner
en fondo comin bienes, industria o alguna de estas cosas, para obtener lucro, cualquiera que
fuese su clase, siempre que se haya constituido con arreglo a las disposiciones del Cédigo de
Comercio. Esto es, con las prescripciones previstas para las sociedades mercantiles: formaliza-
cién de escritura publica e inscripcién en el Registro Mercantil como sociedades colectivas,
comanditarias, anénimas, de responsabilidad limitada, etc.

8 Parece que la remisién hecha en el articulo 1 a los “medios establecidos en la legislacion
mercantil que resulte aplicable” han de tomar como punto de partida el articulo 42 del Cédigo
de Comercio que, en relacién con Ja obligacién de formular las cuentas anuales y el informe
de gestion consolidados, apunta a que el concepto de socio o sociedad dominante no sélo se
justifique en la mayoria de capital social sino también en la mayoria de los derechos de voto;
en la facultad de nombrar o de destituir a la mayoria de los miembros del 6rgano de adminis-
tracién; en poder disponer -en virtud de acuerdos celebrados con otros sacios- de la mayoria
de los derechos de voto; o en haber nombrado exclusivamente con sus votos la mayoria de los
miembros del 6rgano de administracion. Estos criterios son tan amplios que, en definitiva,
pueden resultar tortuosos para determinar el ambito de aplicacién subjetivo de la Ley de ena-
jenaciones. Por este motivo se condiciona a dos presupuestos.

324



EL INTERES PUBLICO COMO LIMITE A LA ENAJENACION DE PARTICIPACIONES PUBLICAS EN...

socio estatal, responde mads al ejercicio de la iniciativa econémico-publica del
articulo 128.2 de la Constitucién que a la concreta garantfa del interés piblico.

En definitiva, en los supuestos en que el socio estatal tiene una participa-
cién superior al veinticinco por ciento del capital social -¢suscrito o desembol-
sado?- o, por cualquier otro criterio de Derecho mercantil, domine o controle
la empresa, se aplicara la Ley para la enajenacién de sus participaciones, sélo si
la empresa participada:

— presta servicios esenciales o servicios publicos formalmente declarados
como tales.

— desarrolla actividades sujetas por Ley y razones de interés piblico a un
especifico régimen administrativo de control, especialmente de los sujetos que
las realicen °.

— estd exenta total o parcialmente de la libre competencia en los términos
del articulo 90 del Tratado constitutivo de la Comunidad Econémica Europea.

Se considera también aplicable la Ley desde el punto de vista subjetivo en
los supuestos en que la entidad de naturaleza mercantil participada por el socio
estatal que forme parte de un grupo 10 goce de una posicién dominante siem-
pre que en ella concurra alguna de las circunstancias citadas anteriormente.

En cuanto al ambito objetivo de la Ley, atendiendo a un criterio cuantitati-
vo, estas entidades mercantiles con socio estatal precisardn la previa autoriza-
cién administrativa cuando en un solo acto o en actos sucesivos pretendan ena-
jenar participaciones, de forma que se reduzca en un porcentaje igual o
superior a un diez por ciento del capital social y siempre que la participacién

9 Los términos de este apartado son excepcionalmente amplios pues es muy dificil pensar
en una empresa -sobre sobre todo con forma juridica societaria mercantil- que no esté some-
tida «a un régimen administrativo de control» pues ya su propia constitucién es controlada
por la institucién registral mercantil y su trafico juridico ordinario, de forma permanente, esta
intervenido mediante la calificacién de sus operaciones a los efectos de su inscripcién. Ello,
sin perjuicio de que por razén de la especialidad de su objeto, esté sometida a las prescripcio-
nes de otros sectores del ordenamiento que operan controles mds intensos o, incluso, sin tal
especialidad, por incidir en esos mismos sectores.

10 La determinacién de la existencia de un grupo de empresas se hace de conformidad
con el articulo 4 de la Ley del Mercado de Valores segin el cual se considera grupo a las enti-
dades que constituyan una «unidad de decisién, porque cualquiera de ellas controle o pueda
controlar, directa o indirectamente, las decisiones de las demas». Se entiende que existe con-
trol cuando la entidad dominante dispone de la mayoria de los derechos de voto de la domina-
da ~directamente o mediante acuerdos—; cuando la entidad dominante tiene derecho a nom-
brar o destituir a la mayorfa de los miembros de los 6rganos de gobierno de la dominada
-directamente o por acuerdos- o cuando al menos la mitad mds uno de los consejeros o altos
directivos de la entidad dominada lo sean de la dominante.
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directa o indirecta del Estado en dicho capital quede por debajo del cincuenta
por ciento. También precisardn autorizacién cuando como consecuencia direc-
ta o indirecta de cualquier acto o negocio quede reducida -la participacién- a
un porcentaje inferior al quince por ciento del capital social }!.

Pero los supuestos que podran someterse a autorizacién administrativa se
delimitan no sélo en relacién con la cifra de capital y porcentaje de participa-
cién estatal, sino ademas desde un punto de vista material o cualitativo, se
someteran también a ella —siempre que concurran las circunstancias anterio-
res— determinados acuerdos societarios. De este modo, ddandose las circunstan-
cias anteriores y siempre que asf se prevea en el Real Decreto regulador de la
privatizacién, también podri someterse a autorizacién administrativa previa,
los acuerdos adoptados por los érganos sociales de las entidades mercantiles
citadas !2 que consistan en la disolucién voluntaria, escisién y fusién de la enti-
dad; los de enajenacién o gravamen —en cualquier forma y por cualquier titulo—
de los activos o participaciones sociales necesarias para el cumplimiento del
objeto social de la empresa que a tal efecto se determinen y la sustitucion del
objeto social. Asimismo se someteran a autorizacién administrativa previa las
operaciones consistentes en actos de disposicién sobre el capital social que
determinen, en un solo acto o en varios sucesivos, la reduccién de la participa-
cién social publica respecto de la empresa sujeta al régimen especial previsto en
la Ley, en un porcentaje igual o superior al diez por ciento. Finalmente se some-
ten a autorizacién administrativa previa los supuestos de adquisién, directa o
indirecta —incluso a través de terceros fiduciarios o interpuestos— de participa-
ciones sociales u otros valores que puedan dar derecho, directa o indirectamen-
te a la suscripcién o adquisicién de aquéllas, cuando tenga por consecuencia la
disposicén sobre, al menos, el diez por ciento del capital social 13,

11 En este sentido el Real Decreto 1525/1995, de 15 de septiembre, de desarrollo regla-
mentario de la Ley 5/1995, de'23 de marzo (BOE 26 de septiembre), sefiala en su articulo 4.2
que el Real Decreto que establezca el régimen de autorizacion administrativa previa habra de
contener, en el marco objetivo y subjetivo marcado por la Ley, una relacién de las concretas
sociedades a las que sea de aplicacién el régimen de autorizacién administrativa, los actos y
acuerdos cuya realizacion requiera dicha autorizacién, el 6rgano competente para otorgarla y
el plazo de vigencia del régimen de autorizacién.

12 Compruébese que el articulo 3.1 de la Ley 5 /1995 se refiere a que «podran someterse a
autorizacién administrativa previa los siguientes acuerdos adoptados por los érganos sociales
de las entidades mercantiles indicadas en el articulo 1 de la Ley», esto es, la autorizacién que
prevea el Real Decreto correspondiente podra exigirse no ya para la materializacién de los
acuerdos sino para su mera adopcion.

13 En este tltimo supuesto ser4 de aplicacién segiin la Ley, las normas reguladoras de las
ofertas publicas de adquisicién de acciones -OPAS- a efectos de la calificacién como adquisi-
cidén de las operaciones realizadas por grupos de sociedades o personas fisicas o juridicas que
actien concertadamente; el computo de participaciones cuando se disponga del derecho a
voto por concepto distinto al de la titularidad dominical y la posesién o adquisicién de valores
o instrumentos que den derecho a la suscripcién o adquisicién de participaciones sociales.
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II. EL DENOMINADO REGIMEN DE AUTORIZACION ADMINISTRATIVA
PREVIA EN LAS SOCIEDADES MERCANTILES DE INTERES PUBLICO
OBJETO DE ENAJENACION

El régimen propio de la técnica de autorizacién administrativa previa previs-
ta en la Ley es objeto de algunas garantfas ya que se ha de establecer por razén
de la materia y previo dictamen del Consejo de Estado mediante un Real Decre-
to acordado en Consejo de Ministros a propuesta del Ministro competente 14,
Este Real Decreto debe estar aprobado antes de que se produzcan los actos de
disposicién que determinan la solicitud de autorizacién y debe concretar el
ambito subjetivo de aplicacién, los actos de disposicién sujetos a autorizacién,
el 6rgano competente para otorgaria y el plazo de vigencia del régimen.

El procedimiento de obtencién de autorizacién responde a criterios flexibles a
pesar de la intensidad del control que supone la técnica autorizatoria y asf, de un
lado, se establece un plazo breve para la resolucién de la solicitud 13 y de otro, se
establece la solucién del silencio positivo para los supuestos de resolucién sin noti-
ficacion de resolucién expresa. La técnica transaccional de terminacién del proce-
dimiento mediante suscripcién de convenio sobre las caracteristicas del acuerdo o
acto social sujeto a aprobacién, es otra expresién del interés por equilibrar la
intensa intervencién que supone la autorizacion previa, estableciéndose supuestos
en que se suspende el cémputo del plazo para resolver con objeto de evitar los
efectos estimatorios de la resolucién por el transcurso del tiempo. Todos ellos son
demostrativos de la agilidad y flexibilidad que pretende darse al procedimiento 16,

La Administracién competente para otorgar la autorizacién 17 también lo
es para ejercer las acciones de impugnacién de los actos que no cuenten con

14 Este mismo régimen habra de seguirse para modificar o suprimir el régimen de autori-
zacién administrativa previa (articulo 4.3).

15 Este plazo puede ampliarse excepcionalmente cuando la trascendencia y complejidad
del objeto de la solicitud asi lo justifique. Para ello, €l 6rgano lo debera decidir en los diez pri-
meros dias del mes —que es el plazo para resolver- y la ampliacién no podra ser superior a
quince dias (articulo 5.1).

16 Suspende el cémputo el requerimiento de subsanacién de deficiencias; la formulacién
de propuesta de acuerdo por la Administracién y hasta su aceptacién o rechado por el o los
interesados; la intervencién del 6rgano comunitario competente en los supuestos previstos en
el Reglamento CEE 4064/89, de 21 de diciembre —modificado por Reglamento CEE 2367/90,
de 25 de julio- y la formulacién de consulta al 6rgano comunitario europeo competente por
parte del 6rgano estatal en los casos de fusién, escisién o transmisién de propiedad o de uso
de activos empresariales y en aplicacién de las anteriores normas comunitarias europeas .

17 El articulo 6 del Real Decreto 1525/1995, en desarrollo de la Ley 5/1995, prescribe que,
con caracter general «correspondera el otorgamiento de la autorizacién administrativa a que
se refiere el articulo 3 de la Ley 5/1995, al Ministerio competente sobre la materia» entendién-
dose como tal, segin el articulo 3.1 del Real Decreto, «aquél a quien estén adscritas las entida-
des de Derecho piblico o sociedades dominantes de grupo titulares de participaciones en
sociedades mercantiles».
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la autorizacién y de los acuerdos adoptados por los érganos sociales cuando
para la constitucién del 6rgano o la adopcién del acuerdo fuera preciso com-
putar la participacién social cuya adquisicién no cuente con la preceptiva
autorizacién. Ademds el adquirente no podra ejercer los derechos politicos
derivados de su adquisicién cuando ésta no se realice con la preceptiva auto-
rizacién, por lo que se le imponen las consecuencias sancionadoras de su
incumplimiento. En este sentido cualquier tercer adquirente tiene esta misma
limitacién hasta que la obtenga y para evitar las contradicciones entre la rea-
lidad y los asientos del Registro Mercantil se prevé que el contenido dispositi-
vo de los Reales Decretos de privatizacién tenga acceso al Registro aunque
para la correcta aplicacién de las prescripciones en este ambito se precisa su
trasposicién reglamentaria 18,

En este sentido, el Real Decreto 1525/1995, en desarrollo de la Ley 5/1995,
prescribe en su Disposicién adicional tinica, la sancién del cierre registral
mientras no se acredite la existencia de autorizacién para la inscripcién de los
actos sujetos a ella en virtud de este nuevo régimen.

IV. CONCLUSIONES

Si bien, la presencia de la Administracién Publica en las entidades mer-
cantiles hasta ahora habia respondido al hecho de su participacién en
determinadas empresas con forma privada mercantil ~por iniciativa propia
o en aras de garantizar un determinado interés publico- o a la necesidad
genérica de controlar por razén de su significacién econémica u objeto a las
entidades mercantiles 1%, la realizacién de un preciso interés ptiblico consti-
tuye la justificaciéon de este nuevo modelo societario que es la entidad mer-
cantil intervenida bajo el régimen de autorizacién administrativa previa. Se
trata, en definitiva, de una entidad mercantil de interés ptblico. Pero el
supuesto que contempla la Ley 5/1995, de 23 de marzo, es nuevo en su pers-
pectiva general al referirse a cualquier privatizacién de participaciones

18 En este sentido, la Disposicién final segunda de la Ley autoriza al Gobierno para dictar
las disposiciones reglamentarias para el desarrollo y ejecucién de la misma. Dicho desarrollo
reglamentario debera garantizar la participacién de las Comunidades Auténomas atendiendo
a la determinacién de los preceptos de la Ley que tienen caricter exclusivo o basico (Dispo-
cién final primera).

19 Este tltimo supuesto constituye el nicleo de una actividad administrativa que impone
sus correlativas obligaciones a las sociedades mercantiles: inscripcién registral, depésito de
cuentas, nombramiento de Auditores, etc., sin perjuicio de la méas intensa actividad que se
opera en determinados sectores por razén de su objeto: entidades de crédito o financieras,
seguros, etc.
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estatales 20, Se trata de intervenir sobre determinadas entidades mercanti-
les no ya por su objeto o su relevancia econémica, ni como hasta el momen-
to se justificaba, por la intervencién del socio estatal. Se trata por el contra-
rio, de someter a una entidad mercantil privada a un régimen de
autorizacién administrativa previa no ya s6lo en el momento en que queda
reducida la participacién estatal en virtud del acto o actos de enajenacién
sino en la adopcién de acuerdos que puedan hacer peligrar la realizacién de
ese interés publico que justificé inicialmente, al menos, en teorfa, la presen-
cia de la Administracién en el accionariado de la entidad.

El que la consecucién del interés publico se tratara entonces de garantizar
mediante una participacién estatal en el capital social, mientras que ahora se
garantiza mediante un régimen de intervencién especifico, pone de manifiesto
el orfigen mas politico que juridico de esta decisién y la problematica del papel
del Estado en la economia y en la realizacién de los intereses ptblicos que a
través de su control se logra 2!, El dificil equilibrio entre la realizacién del inte-
rés publico y el respeto a la autonomfa privada de cualquier entidad mercantil,
sin duda se logra mejor mediante la presencia del socio estatal en el accionaria-
do de la entidad y por ende, en sus 6rganos de representacién: Junta General y
érgano de administracién, puesto que esto le permite tener una posicién domi-
nante y, en definitiva, decidir sobre el objeto de la entidad. Sin embargo, la ena-
jenacién de las participaciones estatales coloca a la entidad mercantil en una
situacién distinta ya que la ausencia o presencia en minoria del accionariado
estatal, en todo caso implica para el Estado el descontrol sobre sus érganos de
representacién societaria y, por tanto, el no control de las decisiones adoptadas

20 No lo es en relacién con sectores especificos donde se comprende necesaria también la
realizacién de un determinado interés ptiblico. Este es el caso de las Universidades privadas
previsto en el Real Decreto de 7 de abril de 1995 (BOE 28 de abril) en las que se requiere asi-
mismo la previa autorizacién de la Administracién pablica competente «para la realizacién de
actos y negocios juridicos que impliquen la transmisién o cesion, total o parcial, a titulo one-
roso o gratuito, intervivos o mortis causa, de la titularidad que las personas fisicas o juridicas
ostenten sobre las Universidades privadas o centros universitarios adscritos a Universidades
piiblicas». La no obtencién de la autorizacién da lugar a la modificacién de las condiciones
esenciales del reconocimiento o de la aprobacion de la adscripcién siendo Ias Administracio-
nes competentes las que lo comunicaran al érgano legislativo que hubiese otorgado el recono-
cimiento de la Universidad a efectos de su posible revocacion.

21 cuiuss, I. G. y JonEs, P.R,, op.cit., pag. 352, sefialan que si se demostrase que la privati-
zacion desemboca en la creacion de un monopolio privado menos eficiente que el reglamenta-
do en la situacién de partida, podria defenderse la conveniencia de mantener la reglamenta-
cién y la necesidad de incorporar en el analisis a los costes que plantea la misma. En este
sentido, la privatizacion también puede ser perjudicial pues la experiencia que acompaiia a la
privatizacién pone el énfasis en que el propio acto de privatizacién implica incurrir en unos
costes determinados. La venta de empresas publicas, apuntan los autores, no es una cuestién
simple sino de una tremenda complejidad pues, en definitiva, se pueden anteponer como justi-
ficacién razones muy distintas a las reales.
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por la entidad, consecuencias estas que con el nuevo régimen autorizatorio se
salvan convirtiendo a la empresa en cuestién en una especie de concesionario
de servicio publico sometido a un régimen intenso de intervencién a través de
la autorizacién previa.

330





